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POSICIONAMIENTO DE
MARCA Y MERCADOS
OBJETIVO

Están incluidas en los alcances de la presente ley las personas naturales o jurídicas que
desarrollen actividades agrarias. 
 

Se entiende por actividad agraria toda aquella dirigida a la obtención de frutos o
productos primarios a través de la realización de tareas pecuarias, agrícolas, forestales,
hortícolas, avícolas, apícolas u otras semejantes, siempre que éstos no hayan sido
sometidos a ningún tipo de proceso industrial y en tanto se desarrollen en zonas rurales,
fuera de la provincia de Lima y la Provincia Constitucional del Callao. 
 

Este régimen no se aplica: a) Al personal que preste servicios exclusiva o principalmente
en actividades industriales, comerciales, turísticas, de transporte o servicios, aunque se
desarrollaren en empresas o establecimientos mixtos, agrario-industriales o agrario-
comerciales o de cualquier otra índole; b) A los trabajadores que fueren contratados
para realizar tareas ajenas a la actividad agraria; c) A cualquier otro trabajador sujeto a un
régimen laboral especial; d) Al personal administrativo de los establecimientos agrícolas;
e) Al trabajador ocupado en tareas de empaque de frutas.
 

Las micro y pequeñas empresas agrarias podrán acogerse a los regímenes laborales
especiales que les correspondan, de ser el caso. 
 

Los trabajadores de la agroindustria, en general, se sujetan a las normas del régimen
laboral general privado, regulado por el Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo
728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado por Decreto Supremo
003-97-TR, y las demás normas que, con carácter general, regulan los beneficios
laborales.

CAPÍTULO I
DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN Y RÉGIMEN LABORAL
Y DE SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 1. Definición, ámbito y exclusiones

Artículo 2. Régimen laboral
Los trabajadores bajo el ámbito de la presente ley, se sujetan a las
normas del régimen laboral general privado, regulado por el Texto
Único Ordenado del Decreto Legislativo 728, Ley de Productividad
y Competitividad Laboral, aprobado por Decreto Supremo 003-97-
TR, y las demás normas que, con carácter general, regulan los
beneficios laborales.
 

Asimismo, dichos trabajadores tienen derecho a participar en las
utilidades empresariales, en los términos señalados en el Decreto
Legislativo 892 y sus modificatorias.
 

Artículo 3. Remuneración mínima
Los trabajadores bajo el ámbito de la presente ley, tienen derecho
a percibir una remuneración que no podrá ser inferior a 1.5
remuneraciones mínimas vitales.
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Artículo 7. De la contratación temporal

INICIATIVAS DE
MARKETING
DESTACADAS DEL AÑO

Los trabajadores agrarios quedan comprendidos en el Seguro
Complementario de Trabajo de Riesgo, en cualquier régimen
laboral en el que se encuentren. El Ministerio de Salud y el
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, como entidades
rectoras del Sistema de Seguridad y Salud en el Trabajo,
desarrollan en el plazo de treinta días posteriores a la entrada en
vigencia de esta Ley, la norma técnica que reconoce y define los
riesgos del trabajo de la actividad, así como las enfermedades
profesionales vinculadas a la misma.

Artículo 4. Seguridad social
Los trabajadores bajo el ámbito de la presente ley, son afiliados regulares del Seguro
Social de Salud (EsSalud) y les corresponde afiliarse al sistema nacional de pensiones o
al sistema privado de pensiones.
 

EsSalud determinará las reglas especiales aplicables a la cobertura de los trabajadores
sujetos a esta ley. 

Artículo 5. Riesgos del trabajo

CAPÍTULO II
DEL CONTRATO DE TRABAJO Y CONDICIONES DE
TRABAJO

Artículo 6. Del contrato de trabajo agrario
Los contratos de trabajo pueden ser a plazo indeterminado o a plazo fijo. En tanto la
actividad agraria es permanente pero cíclica o discontinua, el contrato de trabajo agrario
es, como regla general, a tiempo indeterminado. La contratación de trabajadores
agrarios temporales se sujeta estrictamente a satisfacer actividades y necesidades de la
empresa estrictamente temporales.

El contrato de trabajo temporal se celebra para
satisfacer necesidades temporales propias de la
actividad agrícola, pecuaria, forestal o de las restantes
actividades comprendidas dentro del ámbito de
aplicación de la presente ley. Se encuentran también
comprendidos en esta categoría los trabajadores
contratados para la realización de tareas ocasionales o
accidentales.
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Artículo 8. Trabajador permanente discontinuo
Los trabajadores temporales contratados por un mismo empleador en más de una
ocasión de manera consecutiva, para la realización de tareas de carácter temporal,
serán considerados como un trabajador permanente discontinuo, adquiriendo
derecho a estabilidad en el trabajo.

En este caso, el empleador comunicará al trabajador, por cualquier medio que
garantice fecha cierta, instándolo a presentarse en la empresa, explotación o
establecimiento dentro de los quince (15) días anteriores al inicio de la temporada
para hacer efectivo este derecho. Vencido el plazo sin que el trabajador se presente
en el centro de trabajo, no podrá hacer efectivo su derecho de readmisión en el
trabajo.

Artículo 9. Prohibiciones
Queda prohibida la intermediación de empresas, salvo para actividades
complementarias. Asimismo, queda prohibida la intervención de empresas de
tercerización en la actividad agrícola, así como de las agencias de colocación o
cualquier otra empresa que provea trabajadores para la realización de las tareas y
actividades incluidas en la presente ley.

Artículo 10. Derechos Laborales Colectivos
Los trabajadores comprendidos en la presente ley se organizan y negocian libremente,
estando sujetos a lo regulado en el Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones
Colectivas de Trabajo, aprobado por Decreto Supremo 010-2003-TR, y en los convenios
internacionales sobre la materia, ratificados por el Estado peruano.

Artículo 11. Condiciones laborales

Los trabajadores comprendidos en la presente ley tienen derecho a
acceder, como mínimo, a las siguientes condiciones de trabajo brindadas
por sus empleadores:
 

11.1 Transporte de ida y vuelta del centro de trabajo, en condiciones
adecuadas.

 

11.2 Ambientes adecuados para el depósito de los bienes
personales de los trabajadores, así como servicios higiénicos.

 

11.3 Servicio de alimentación dentro de la jornada laboral.
 

11.4  Acceso a herramientas de trabajo y equipos de protección
personal.



Observatorio Socio-Laboral

Página 5

ESTRATEGIAS
DE MEJORA

CAPÍTULO III
DE LA GOBERNANZA DEL TRABAJO AGRARIO

Artículo 12. Comisión de Trabajo y Remuneración
Mínima Agrícola
Créese dentro de la estructura del Consejo Nacional de Trabajo y Promoción del
Empleo, la Comisión de Trabajo y Remuneración Mínima Agrícola, de composición
tripartita, donde los trabajadores y empleadores deberán participar en la aprobación y
aplicación de los métodos de fijación de remuneraciones mínimas agrarias. 
 

La Comisión de Trabajo y Remuneración Mínima Agrícola determinará la lista de
actividades permanentes y temporales agrarias a nivel nacional o regional, las
necesidades de capacitación laboral de los trabajadores agrarios, entre otros aspectos
que se establecerán en el reglamento de la presente ley.

Artículo 13. El registro de trabajo agrario

Se crea el registro del trabajador agrario, que será implementado por el Ministerio de
Trabajo y Promoción del Empleo progresivamente en todo el territorio nacional, el
mismo que será administrado de manera tripartita por el citado ministerio, los gremios
de trabajadores y empleadores de la actividad.  

El registro, su información y su vinculación con el Servicio Nacional de Empleo, que se
hace a través de la Bolsa de Trabajo Agrario, deberán ser implementados a más tardar
en dos años. Dentro de dos años no podrán ser contratados trabajadores agrarios que
no estén inscritos en el registro, donde deberá constar, entre otros, información sobre
sus capacidades, certificaciones, experiencia laboral y/o formación.

 Los trabajadores incluidos en este registro accederán
de manera preferente a los servicios de promoción del
empleo brindados por el Sector Trabajo y Promoción
del Empleo, entre ellos, la intermediación laboral,
certificación de competencias laborales, capacitación
laboral, entre otros que estén disponibles.

Artículo 14. Bolsa de Trabajo Agrario

Créese la Bolsa de Trabajo Agrario, dentro de la
estructura del Servicio Nacional de Empleo, que es el
único sistema de intermediación laboral permitido en
el trabajo agrícola. Su estructura es desconcentrada.
Se garantiza la participación de empleadores y
trabajadores en su gestión. Es obligatoria la
contratación de los trabajadores agrícolas a través de
la Bolsa de Trabajo Agrario.
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CAPÍTULO IV
DEL RÉGIMEN TRIBUTARIO

Artículo 15. Régimen tributario

Las empresas agrarias que hayan estado acogidas al
régimen agrario, regulado por la Ley 27360, por 5 años
o más, pasan al régimen tributario general.
 

Las empresas agrarias que hayan estado acogidas al
referido régimen agrario por menos de 5 años, pasan
gradualmente al régimen tributario general, de acuerdo
al siguiente esquema: pagarán una tasa de impuesto a
la renta de 20% del año 2021 al 2023, 25% del 2024 al
2026 y 29,5% desde el 2027.
 

En cualquier otro caso, se rigen por el régimen
tributario general, a excepción de los regímenes
tributarios promocionales existentes para micro y
pequeñas empresas.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA
ÚNICA. MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 2 DEL DECRETO LEGISLATIVO 892

Modifíquese el artículo 2 del Decreto Legislativo 892, que regula el derecho de los
trabajadores a participar en las utilidades de las empresas que desarrollan actividades
generadoras de rentas de tercera categoría, en los siguientes términos:
 

“Artículo 2. Los trabajadores de las empresas comprendidas en el presente Decreto
Legislativo participan en las utilidades de la empresa, mediante la distribución por parte
de esta de un porcentaje de la renta anual antes de impuestos. El porcentaje referido es
como sigue:  (…) 
Empresas Agrarias 7%  (…)”

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA
ÚNICA. REGULACIÓN DE CONDICIONES ESPECIALES DE TRABAJO

En el plazo de 30 días posteriores a la entrada en vigencia de esta ley, se constituye la
Comisión de Trabajo y Remuneración Mínima Agrícola, la que propone en el plazo de 60
días al Ministro de Trabajo y Promoción del Empleo, el proyecto de reglamento que
determina las particularidades en la aplicación de las normas generales sobre tiempo de
trabajo, descansos remunerados y otros beneficios sociales y condiciones de trabajo, el
cual se aprueba en el plazo de 90 días por decreto supremo refrendado por el Ministro de
Trabajo y Promoción del Empleo 
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EXPOSICIÓN DE
MOTIVOS

En octubre del 2000 se aprobó la Ley 27360, Ley que aprueba las Normas de Promoción
del Sector Agrario (Ley Agraria), con la finalidad de fomentar el desarrollo del sector
agrario, el cual para efectos de la aplicación de la referida norma incluía a las actividades
de cultivos y/o crianzas (excepto la industria forestal), acuícola y agroindustrial (realizada
fuera de las provincias de Lima y Callao), excepto las relacionadas con trigo, tabaco,
aceites, semillas oleaginosas y cerveza.
 

Dicha norma estableció beneficios laborales y tributarios para las empresas que
caducaban inicialmente el 31 de diciembre de 2010 pero posteriormente su vigencia fue
ampliada hasta el 31 de diciembre de 2021 y luego hasta el 31 de diciembre de 2031.
 

En lo referido a los beneficios laborales se creó un régimen laboral especial con
derechos recortados (para los trabajadores) en relación con los establecidos en el
régimen laboral general (regulado por el D. Leg. 728), incluyendo: pago de remuneración
diaria (incluía compensación por tiempo de servicios - CTS y gratificaciones recortadas),
descanso vacacional remunerado de 15 días calendario por cada año de servicio (vs. 30
días en el régimen general), indemnización por despido arbitrario equivalente a 15
remuneraciones diarias por cada año de servicio con un tope de 180 (vs. 1,5
remuneraciones mensuales por cada año de servicio en el régimen general con un tope
de 12), aporte mensual del empleador de 4% de la remuneración por concepto de
seguridad social en salud (EsSalud) vs. 9% en el régimen general y afiliación obligatoria al
sistema de pensiones. No incluía asignación familiar, cobertura del seguro
complementario de trabajo de riesgo ni seguro de vida.
 

Dicho régimen especial estuvo vigente por casi 20 años y a partir del año 2020 se
realizaron algunas mejoras a los beneficios laborales que contenía, los cuales, no
obstante, continuaron por debajo de los estándares del régimen laboral general, como
veremos en el siguiente apartado.
 

En cuanto a los beneficios tributarios, se redujo la tasa de impuesto a la renta para las
empresas agrarias del 29,5% (bajo el régimen general) al 15%, para efectos del cálculo
del impuesto a la renta se les permitió aplicar un sistema de depreciación acelerada
(20% anual) sobre el monto de las inversiones en infraestructura hidráulica y de riego que
realicen, así como la recuperación anticipada del impuesto general a las ventas pagado
en determinados casos.
 

Dicho esto, pasemos al análisis de los resultados de la Ley Agraria, sobre todo del
régimen laboral, en su ánimo de formalizar y desarrollar a dicho sector.

Situación laboral en el sector agrario
 

1) Resultados de la Ley 27360
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Actualmente la actividad agrícola sigue siendo la de más baja productividad en Perú,
considerando que a pesar que absorbe al 25% de la población que trabaja, solo
contribuye con el 6% del producto bruto interno (PBI). La productividad laboral promedio
minera es 49 veces la agrícola. Asimismo, entre el 2007 y 2017, la productividad media
en el sector agrícola no estuvo entre las de mayor crecimiento[1].

En cuanto a la cobertura del régimen laboral agrario, solo el 6,8% del total de la
población ocupada en el sector agrícola estuvo sujeta a dicho régimen, mientras que
dicha cifra asciende al 30,6% en la caso de la población asalariada agrícola. En ambos
casos, los resultados fueron pobres[2].
 

Ello se explica en buena parte por el hecho que en el sector agrario continúan
predominando los trabajadores independientes y los trabajadores familiares (74,5%)[3],
razón por la cual la creación de un régimen laboral especial no tuvo ningún efecto en la
mayoría de segmentos agrícolas, y por ende, no contribuyó a su desarrollo.
 

De otro lado, la tasa de informalidad laboral se mantuvo elevada en la actividad agraria,
alcanzando al 81,2% de asalariados agrícolas en el 2017, cifra ligeramente inferior a la
registrada en el 2008 (89,2%). Incluso en el caso de las microempresas agrarias la tasa de
informalidad laboral se mantuvo en 98% en el mismo período[4].
 

Dicha situación tiene su explicación en la aplicación exclusiva, en el plano laboral, del
enfoque de reducción de costos laborales por trabajador (menores beneficios laborales)
y no el de políticas de fomento de la productividad, en una actividad donde predominan
las empresas de muy pequeña dimensión con bajos niveles de productividad.
 

Es cierto que las exportaciones agropecuarias no tradicionales han crecido de manera
importante desde el 2002, pero dicho incremento se inicia en realidad con la vigencia
del acceso sin aranceles al mercado de Estados Unidos (EEUU) vía el ATPDEA
inicialmente y luego a través del Tratado de Libre Comercio (febrero de 2009). Así, entre
el 2002 y 2017, dichas exportaciones crecieron 17% en promedio al año y 830% en
términos acumulados. De hecho, similar tendencia se observa en el resto de sectores de
exportación no tradicional, que no cuentan con ningún régimen laboral especial, pero
también se benefician del acceso sin aranceles a EEUU[5].

Por tanto, la generación de empleo formal en el sector agrícola habría estado
determinada fundamentalmente –además de los beneficios tributarios- por los
incentivos generados por el acceso menos costoso al mercado de EEUU que implicaron
un incremento de la inversión, producción y exportaciones agrícolas no tradicionales. Así,
en períodos de expansión de la producción y exportaciones agrícolas, creció el empleo
en dicho sector, mientras que en épocas de desaceleración económica (por una
reducción del poder de compra en EEUU por ejemplo) pasó lo mismo con el empleo,
como sucede en el resto de actividades económicas, más allá del régimen laboral
existente[6]. 

[1] Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) – Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) y Cuentas Nacionales
2007 - 2017.
[2] Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo (MTPE) – Planilla Electrónica (PE) 2017 e INEI – ENAHO 2017. 
[3] INEI – ENAHO 2017.
[4] INEI – ENAHO 2008 y 2017.
[5] Banco Central de Reserva del Perú (BCRP) y Superintendencia Nacional de Aduanas y Administración Tributaria
(SUNAT) 2002 – 2017.
[6] BCRP, MTPE, INEI y SUNAT.
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Luego ello fue potenciado vía nuevos acuerdos comerciales que permitieron el acceso
sin pago de aranceles a otros mercados de alto poder adquisitivo, como fue el caso del
suscrito con la Unión Europea (vigente desde marzo de 2013), entre otros.  
 

De otro lado, del total de trabajadores que estaban sujetos al régimen laboral agrario, el
89,3% forma parte de empresas grandes, es decir, con más de 100 trabajadores,
porcentaje superior al observado en el 2008 (87,4%). Es más, solo 15 empresas agrícolas
concentraban a más de un tercio (35,1%) del total de trabajadores sujetos al referido
régimen especial[7].   

Cabe agregar que el 94% de empresas acogidas al régimen laboral agrario que tenían la
condición de micro o pequeñas empresas (MYPE) en el 2008 se mantuvieron como tales
en el 2017, es decir, no dieron el salto para convertirse en empresas grandes, a pesar de
los incentivos otorgados[8].
 

En cuanto al tipo de empleo formal generado bajo el régimen laboral agrario, se observa
que el 86,3% de trabajadores cuenta con un contrato a plazo fijo (lo que se ha agudizado
desde el 2008) y solo el 13,7% tiene un contrato a plazo indeterminado, los cuales están
regulados por las reglas establecidas en el régimen general y no por el régimen especial
como algunos señalan erradamente[9].
 

Este uso intensivo –y probablemente desnaturalizado, en parte- de contratos
temporales ha sido un factor disuasorio de la afiliación sindical (pasó  de un ya
paupérrimo 5% en 2008 a 4% en 2017) y la negociación colectiva, al depender de la
decisión unilateral del empleador la renovación o no de dichos contratos y no requerir
expresión de causa para su finalización, lo cual terminó afectando, entre otras cosas, el
poder de negociación de los trabajadores bajo el régimen agrario y su posibilidad de
acceder a mejoras remunerativas[10].
 

Al respecto, las remuneraciones reales promedio de trabajadores de empresas agrícolas
formales, no mejoraron de manera significativa en el período 2004 – 2007,
manteniéndose prácticamente estancadas, mientras que entre el 2008 y 2017, las
remuneraciones promedio reales de trabajadores sujetos al régimen agrario, se
incrementaron fundamentalmente cuando subió la remuneración mínima - RM (la
remuneración mínima agraria está atada a los incrementos de la remuneración mínima
general), mientras que cuando no lo hizo, se redujeron en términos reales o crecieron
ligeramente, salvo excepciones[11]. 

Cabe agregar que si bien hubo cierta mejora de los ingresos reales promedio de las
personas que laboran en la agricultura en general (incluyendo independientes,
asalariados, etc.) en el período 2004 - 2017, su nivel aún se encuentra por debajo de la
RM (S/ 565 a nivel nacional: S/ 796 en el ámbito urbano y S/ 436 en el rural)[12].

[7] MTPE – PE 2008 y 2017.
[8] MTPE – PE 2008 y 2017.
[9] MTPE – PE 2008 y 2017.
[10] MTPE – PE 2008 y 2017.
[11] MTPE – Encuesta Nacional de Sueldos y Salarios (ENSS) 2004 – 2007
[12] INEI – ENAHO 2004 - 2017.
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Otro de los efectos colaterales del régimen laboral agrario tiene que ver con una mayor
desnaturalización del rol protector contra el desempleo de la CTS, al incluirla como
parte de las remuneraciones de los trabajadores, y dejarlos en la práctica sin ingresos
contingentes durante sus períodos de desempleo.
 

Además, al establecer un régimen de seguridad social en salud con menor aportación
(4%) pero igual cobertura en prestaciones que el régimen regular, afecta la sostenibilidad
financiera de EsSalud y favorece a un segmento empresarial que ya no requiere de
dicho subsidio, en perjuicio de otros sectores.
 

Así, al 2017 las aportaciones de las empresas sujetas al régimen laboral agrario sólo
cubrían el 35% de los costos de las prestaciones, generando un subsidio cruzado de las
aportaciones efectuadas por los empleadores del seguro regular hacia los empleadores
agrícolas. Y el déficit ha venido incrementándose en el período 2001 - 2017[1].  

Por lo expuesto, consideramos que la vigencia del régimen laboral agrario debió
culminar el 2021, dado que quienes realmente se beneficiaron (a través de una mayor
rentabilidad) fueron aquellos segmentos empresariales que estaban en capacidad de
asumir los costos laborales derivados del régimen general: principalmente productores
de la costa y agroindustriales. Las grandes empresas agrícolas, que son sus principales
usuarias, como ya dijimos, están en capacidad de asumir los costos de la regulación
general, mientras que las MYPE agrarias, de ser el caso, podrían acogerse a los
regímenes laborales especiales MYPE que implican incluso menos costos laborales que
el régimen agrario, aunque lo óptimo sería que pasen al régimen laboral general en el
corto plazo. 
 

En cuanto a los beneficios tributarios, específicamente el pago preferencial del impuesto
a la renta, planteamos que estos deben irse reduciendo de manera gradual en un
período muy corto de tiempo desde el 2021, para las empresas que hayan estado
acogidas al régimen agrario por menos de 5 años, mientras que las que estuvieron
acogidas por 5 años o más, tendrían que pasar al régimen tributario general desde el
2021.

13] Seguro Social de Salud (EsSalud) 2001 – 2017.

 
 

El Poder Ejecutivo aprobó en diciembre de 2019, el Decreto de Urgencia 043-2019, que
extendió la vigencia y estableció ajustes al régimen especial agrario, creado mediante la
Ley 27360 en octubre de 2000. 
  
Como señalamos en el apartado anterior, dicha norma estableció beneficios laborales
(menores derechos para los trabajadores) y tributarios (menor recaudación tributaria
para el Estado) para las empresas, que caducaban el 31.12.2010 pero luego su vigencia
fue ampliada hasta el 31.12.2021 y finalmente hasta el 31.12.2031, lo cual terminó siendo
derogado recientemente.

 2) Extensión de la vigencia del régimen especial agrario hasta
el 2031: una medida innecesaria



Al respecto, es importante señalar lo siguiente[14]:
 
   No tuvo sentido ampliar la vigencia del referido régimen especial, considerando que
89% de trabajadores bajo dicho régimen estaba en empresas grandes (con más de 100
trabajadores) que pueden cumplir la regulación general, tanto laboral como tributaria;
mientras que las micro y pequeñas empresas (MYPE) agrarias cuentan con regímenes
especiales alternativos (Ley MYPE) y, principalmente, requieren de políticas públicas que
mejoren su productividad.

   La remuneración mínima diaria bajo el régimen agrario (S/. 39,19) resultaba de dividir la
remuneración mínima mensual general entre 30 días y agregarle la proporción
correspondiente de CTS y gratificaciones. Por tanto, no sufrió ningún incremento en la
última ampliación de la vigencia del referido régimen.

   Se continuaba desnaturalizando la finalidad de la CTS y las gratificaciones, al incluirlas
como parte de la remuneración diaria. 

   El seguro agrario de salud tiene un déficit anual de S/. 350 millones por la menor tasa
de aporte de los empleadores agrarios (cubre solo 35% de los costos de las
prestaciones). Por ello, subir dicho aporte a 6% fue insuficiente. Las empresas del resto
de sectores económicos que aportan 9% a EsSalud (incluso MYPE) subsidian a grandes
empresas agrícolas.

   La indemnización por despido arbitrario es prácticamente irrelevante porque 86% de
trabajadores bajo el régimen agrario tiene contratos temporales, por lo que bastaba con
esperar su finalización para que las empresas puedan cesarlos sin pagar indemnización
alguna.  

   Debido, en gran parte, al uso intensivo de la contratación temporal, solo 4% de
trabajadores bajo el régimen agrario está sindicalizado y negocia colectivamente
mejores remuneraciones. El 96% restante prácticamente solo vio mejoras cuando subía
la remuneración mínima general. Por ello, es clave fomentar la negociación colectiva por
rama de actividad en este sector. 

   El ingreso laboral promedio de la PEA ocupada agrícola (incluyendo todo tipo de
trabajadores) sigue siendo inferior a la remuneración mínima general.

   Los trabajadores bajo el régimen agrario continúan sin acceder a seguros por trabajo
riesgoso y vida, a pesar de laborar en uno de los sectores con más accidentes y
enfermedades. Tampoco cuentan con asignación familiar.

   Solo 7% (325 mil) de la PEA ocupada agrícola estaba bajo el régimen agrario, mientras
que dicha cifra ascendía apenas a 31% en el caso de la PEA asalariada agrícola.

[14] La información estadística contenida en la presente sección tiene como fuentes a la Planilla Electrónica
del MTPE, ENAHO del INEI y BCRP.



   Para 75% de la PEA ocupada agrícola resultaba irrelevante el régimen agrario porque
son autónomos o trabajadores familiares.

   81% de asalariados agrarios son informales laborales. 98% en el caso de las
microempresas agrícolas. Dicha situación no ha mejorado significativamente desde la
creación del régimen agrario.

   El sector agrícola moderno creció principalmente por el acceso sin aranceles a EEUU
desde inicios de la primera década del 2000, y las inversiones consiguientes.

   15 empresas agrícolas eran las principales beneficiarias del régimen agrario, ya que
concentraban al 35% de trabajadores bajo el referido régimen.

   En síntesis, el régimen especial agrario fue fundamentalmente un subsidio a la
rentabilidad de las grandes empresas agrícolas.

 El debate post derogatoria del régimen
de la Ley 27360, abre una oportunidad
para introducir políticas de trabajo
decente basadas en evidencia y con
enfoque de derechos (trabajo decente).  

El régimen agrario adolecía de un
problema de “enfoque” o “perspectiva”.
Veamos algunos datos sobre la PEA
ocupada agrícola al 2017:

REFORMAS A 
SER INCLUIDAS
¿Qué aspectos debe
contener una reforma de la
regulación laboral agrícola?

¿Qué problemas debe
solucionar una nueva
regulación?

Nota: Clasificación de ramas de actividad basada en el CIIU Revisión 3.
Fuente: INEI - Encuesta Nacional de Hogares 2008 y 2017.
Elaboración: MTPE – VMPECL.
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Advirtiendo la segmentación de la PEA ocupada agrícola, se requiere de políticas
diferenciadas: a) para los trabajadores independientes y trabajadores familiares
(campesinos, zonas altoandinas), las que incluyen mejora de la productividad, acceso a
créditos, encadenamientos productivos, asociatividad (cooperativas), integración de
programas del Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego, coordinación intersectorial, etc. y
b) para los asalariados, que van desde formalización laboral (hay un grupo considerable
de trabajadores no registrados en planilla en este segmento de la PEA ocupada) hasta
mejora de la empleabilidad (capacitación, formación, certificación, condiciones de
trabajo entre otros).  

De otro lado, un aspecto a tomar en consideración en esta hoja de ruta es también la
necesaria coherencia con los compromisos internacionales asumidos en el ámbito de la
Organización Internacional del Trabajo - OIT. 

Cobra relevancia la coherencia con lo prescrito en el Convenio N° 99[1], ratificado por el
Perú. 

[15] Convenio N° 99: “Artículo 3. 1. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio quedará en libertad para determinar, a
reserva de las condiciones previstas en los párrafos siguientes, los métodos de fijación de salarios mínimos y sus
modalidades de aplicación. 2. Antes de adoptar una decisión deberá procederse a una detenida consulta preliminar con
las organizaciones interesadas más representativas de empleadores y de trabajadores, si dichas organizaciones existen, y
con cualesquiera otras personas especialmente calificadas a este respecto, por razón de su profesión o de sus funciones,
a las cuales la autoridad competente juzgue conveniente dirigirse. 3. Los empleadores y los trabajadores interesados
deberán participar en la aplicación de los métodos de fijación de salarios mínimos, ser consultados o tener derecho a ser
oídos, en la forma y en la medida que determine la legislación nacional, pero siempre sobre la base de una absoluta
igualdad. 4. Las tasas mínimas de salarios que hayan sido fijadas serán obligatorias para los empleadores y los
trabajadores interesados, y no podrán ser reducidas. 5. La autoridad competente podrá admitir, cuando ello fuere
necesario, excepciones individuales a las tasas mínimas de salario, a fin de evitar la disminución de las posibilidades de
empleo de los trabajadores de capacidad física o mental reducida.”

Sobre el particular, y esto es suma utilidad para otras respuestas políticas similares, las
recomendaciones del CEACR correspondientes al año 2012: 
 

“Artículo 3, párrafos 1 y 2, 1) y 2), del Convenio núm. 26 y artículo 3, párrafos 1, 2 y 3, del
Convenio núm. 99. Métodos para la fijación de los salarios mínimos. Participación de los
interlocutores sociales. En relación a sus comentarios anteriores, la Comisión toma nota
de las respuestas que el Gobierno proporciona, en su memoria, a las observaciones de
la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP), así como de la información
que transmite sobre el proyecto de ley general del trabajo. Además, la Comisión toma
nota de que, en sus observaciones, la CATP indica que los trabajadores del sector
agrario no son consultados en relación a su salario mínimo y que el régimen laboral
especial aplicable a dicho sector no se ha tomado en cuenta en el Consejo Nacional de
Trabajo y Promoción del Empleo (CNTPE); asimismo, menciona la suspensión de las
actividades del CNTPE. La Comisión solicita al Gobierno que proporcione información
sobre la manera en que los trabajadores del sector agrario son consultados o participan
en el CNTPE a fin de determinar o aplicar los métodos para la fijación de los salarios
mínimos aplicables a este sector. Adicionalmente, tomando en consideración que el
funcionamiento del CNTPE se viene examinando en el marco del Convenio sobre la
consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144), la Comisión se
remite a los comentarios formulados sobre la aplicación de dicho Convenio.”

A la fecha, no existe comisión instalada por el estado peruano
que fije los salarios mínimos de los trabajadores agrícolas. 
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Partiendo de la información disponible,
eliminadas en la mayor medida posible
las asimetrías en la información, y de lo
referido por los trabajadores y sus
organizaciones:

IDENTIFICACIÓN 
DE PROBLEMAS 
DE LA ACTIVIDAD 
Y LA RESPUESTA 
ESTATAL

a)  La inestabilidad en el vínculo: predominio de contratación temporal a pesar
de que la actividad, siendo discontinua y cíclica, es permanente:

Se requiere identificar las actividades permanentes distinguiéndolas de las temporales,
regulando una regla general. Una comisión tripartita puede dar seguimiento y definir las
mismas (como en el modelo argentino de la Ley 27627 de trabajo agrario). 

b) La debilidad de los actores sociales (en especial de los trabajadores) y la
necesidad de su empoderamiento y fortalecimiento: implica la necesidad de
fortalecer las instancias de participación de los trabajadores y por cierto
también de los empleadores en la gobernanza de la actividad. 

Involucra políticas de promoción de la actividad sindical y la negociación colectiva (plus
de tutela por tratarse de una actividad permanente pero discontinua), la constitución de
una comisión tripartita para fijar los salarios mínimos y la gestión tripartita de una “bolsa
de trabajo” pública para la contratación de los trabajadores de la actividad.

c) Regulación y derechos fundamentales: 

Introducir garantías en materia de alimentación, vivienda, seguridad y salud en el trabajo
(cobertura del seguro complementario de trabajo de riesgo), tiempo de trabajo (límites a
jornadas típicas y atípicas), transporte, salud y pensiones.


